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Exp. 861/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 861/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO; LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO; LA C. **********, EN SU CARÁCTER DE NOTIFICADOR Y EJECUTOR DE LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veintitrés de agosto del dos mil veintitrés. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 861/2022/2, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada a la Dirección General de Gobernación del Gobierno del Estado y otras, y
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de septiembre del dos mil veintidós, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el a la Dirección General de Gobernación del Gobierno del Estado; la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; la C. **********, en su Carácter de Notificador y Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado por los actos que a continuación se precisan:
“La supuesta multa por violar la Ley Estatal de Alcoholes, la cual atento al artículo 236, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD manifiesto que no conozco esa resolución administrativa que vengo a impugnar.”

“El acto de Notificación y Ejecución, generado en fecha 8 de julio de 2022, por quien dijo llamarse **********, ostentándose con el carácter de Notificador y Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.”

II.- Mediante proveído de cinco de octubre del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera.

En cuanto al plazo otorgado a las autoridades demandadas; y toda vez que ya se encontraba vigente la notificación electrónica, se estableció que debía considerarse que, la notificación electrónica, que le realizara esta Segunda Sala Unitaria, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, en el entendido que dicha notificación se tendría por realizada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, además, acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020. 

Por tanto con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo ambos ordenamientos para el Estado de San Luis Potosí, se apercibió a las autoridades demandadas que si no contestaban la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Por otra parte y debido a que la parte actora manifestó en su escrito de demanda que no le habían sido notificadas por parte de las demandadas, las resoluciones impugnadas; conforme a lo dispuesto por el artículo 236 fracción II y 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se requirió a las demandadas para que en el término concedido para contestar la demanda, remitieran el original y/o copia certificada de las resoluciones impugnadas, así como el expediente administrativo formado con motivo de la emisión de dichos actos; apercibidas que de no cumplir con el requerimiento que antecede, se le podrían aplicar en su perjuicio, alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 127 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal.

En cuanto a la suspensión solicitada por la parte actora; se hizo la precisión, que una vez que obraran en autos las resoluciones impugnadas y que les fueron solicitadas a las autoridades demandadas, se acordaría lo procedente respecto de dicha medida; lo anterior, toda vez que no se contaba con evidencia de la existencia de los actos impugnados.

III.- En proveído de fecha dieciséis de enero del dos mil veintitrés, se dio cuenta los oficios con sus anexos y copia, signados por el **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal y de **********, Notificador y Ejecutor de la referida Dirección; ambas autoridades dependientes de la citada Secretaría; y por **********, Director General de Gobernación en el Estado; recibidos en la oficialía de partes de este Tribunal el veintiocho de octubre y tres de noviembre de dos mil veintidós, respectivamente; mediante los cuales, dieron contestación a la demanda interpuesta en este juicio. 
Por tanto, se tuvo a las citadas autoridades comparecientes por contestada la demanda a virtud de lo cual con una copia simple de los oficios contestatorios, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.
Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 

· Las documentales que exhibió anexas a su escrito de demanda y que detalla en los puntos 1, 2, 3, 4, 5 y 6 del capítulo de pruebas; 

· Presuncional legal y humana;
· Instrumental de actuaciones.

Al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Finanzas se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento expedido a su favor; 
· Copia certificada de las documentales que detalla en los puntos 2, 3 y 4 del capítulo de pruebas de su contestación de demanda;
· Copia certificada del expediente administrativo que consta de diecisiete fojas útiles, formado con motivo de la multa impuesta a la actora del juicio y que detalla en el punto 5 del capítulo de pruebas de su contestación de demanda; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el punto 3 del acuerdo dictado el cinco de octubre de dos mil veintidós; 
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana;
Al Director General de Gobernación se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento; 
· Copia certificada Resolución de cuatro de noviembre de dos mil diecinueve y constancia de notificación; documentales que detalla en el inciso b) del capítulo de pruebas de su contestación de demanda.
· Copia certificada del oficio ********** de fecha cuatro de noviembre de dos mil diecinueve; documental que detalla en el inciso c) del capítulo de pruebas de su contestación de demanda.
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana;
Por otra parte debido a que por una parte la accionante en su escrito inicial de demanda, manifestó que no conocía la resolución administrativa a través de la cual se le impuso la multa que controvierte en este juicio y por otra parte, las autoridades demandadas al contestar la demanda manifestaron que dicha resolución si le fue notificada al actor y al efecto exhibieron copia certificada de la resolución de fecha cuatro de noviembre de dos mil diecinueve, emitida por **********, en su carácter de Director General de Gobernación, así como su constancia de notificación; con fundamento en lo dispuesto en el artículo 237 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le otorgó a la actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda con el apercibimiento que de no hacerlo dentro del plazo que le fue concedido se le tendría por no ampliando su demanda.

Finalmente se precisó que una vez que transcurriera el término otorgado a la parte actora para ampliar la demanda y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final.

IV.- En auto de fecha veinticinco de mayo del presente año, se le tuvo a la parte actora por no promoviendo ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles concedido en el acuerdo dictado en fecha dieciséis de enero de dos mil veintitrés; por lo que, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el referido proveído, y con fundamento en el artículo 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 237, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le tuvo por precluído su derecho para ampliar la demanda; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.
Finalmente, se señalaron las once horas del veintidós de junio del dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
V.- Por proveído de fecha veintidós de junio de dos mil veintitrés, visto el estado de autos y debido a que por un error involuntario se omitió notificar a la parte actora el proveído dictado el veinticinco de mayo de dos mil veintitrés, en el cual se tuvo a la actora por precluído su derecho para ampliar la demanda y se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final; motivo por el cual, con fundamento en los artículos 37, fracción I, inciso h), 38 fracción I y 227 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se ordenó a la Actuaria y/o a los Auxiliares Jurisdiccionales adscritos a esta Segunda Sala Unitaria habilitados para notificar a las partes los acuerdos y resoluciones dictados en el presente juicio, se notificara a la parte actora dicho acuerdo; por tanto, se ordenó diferir la audiencia final señalada para las once horas del día de la fecha y en su lugar se fijó como nueva fecha y hora para su desahogo las doce horas del quince de agosto de dos mil veintitrés.

VI.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado **********, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formulo el autorizado de la parte actora y se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio la C. ********** quien impugna la “La supuesta multa por violar la Ley Estatal de Alcoholes” y “El acto de Notificación y Ejecución, generado en fecha 8 de julio de 2022, por quien dijo llamarse **********, ostentándose con el carácter de Notificador y Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría del Gobierno del Estado de San Luis Potosí”; y cuyos actos constan en la documental exhibida por la demandada consistente en la Copia certificada Resolución dictada el cuatro de noviembre de dos mil diecinueve por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo a la hoy actora en su calidad de propietaria del establecimiento con giro de “**********”, localizado en el domicilio ubicado en la calle **********del Municipio de **********., una multa por la cantidad total de ********** misma que se le exige su pago; por lo que la accionante se encuentra legitimada para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar la nulidad y constancia de notificación visible a foja 33 a la 38 del expediente.
Por su parte, el Director General de Gobernación de la Subsecretaría de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, y el Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Estado, acreditaron su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado, el cual obra agregada a fojas 29 y 57 del expediente en que se actúa. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la multa por violar la Ley Estatal de Alcoholes” y “El acto de Notificación y Ejecución, generado en fecha 8 de julio de 2022, por quien dijo llamarse **********, ostentándose con el carácter de Notificador y Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría del Gobierno del Estado de San Luis Potosí”.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que la demandada no hizo valer ninguna causal de improcedencia en el juicio y de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan en la foja 5 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."

SEXTO.- A juicio de la Magistrada titular de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que esgrime la actora resultan infundados; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen. 

La parte actora en su primer y único concepto de impugnación, se duele de que la supuesta notificación y ejecución de la presunta multa impuesta por violar la Ley de Alcoholes, es ilegal en razón de que quien se ostentó como notificador y ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, nunca se identificó. 
Al respecto esta Sala Unitaria estima que el argumento que se analiza resulta infundado, por las consideraciones siguientes.

En principio es de tener en cuenta el contenido del acta de citatorio de fecha treinta y uno de enero del dos mil veintidós, relativa a número de control **********, visible a foja 45y 46 de autos, que merece valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; la cual enseguida se inserta en imagen digitalizada a fin de enterarse de su contenido:

(Imagen digitalizada)
De la imagen digitalizada se advierte que contrario a lo que aduce el actor en el sentido de que el diligenciante no se identificó; en el acta en que consta el citatorio realizado el día treinta y uno de enero del dos mil veintidós, aparece establecido como el nombre del notificador, **********, con número de identificación ********** con vigencia del 01 de julio de 2022 al 30 de septiembre del 2022 emitida por **********, en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal; que dicho notificador se constituyó en el domicilio de la  contribuyente “**********” ubicado en **********; que requirió la presencia del contribuyente o su representante legal.

Por tanto es evidente que en el acta de citatorio que se analiza se expresa claramente el nombre del notificador que realizó la diligencia, el objeto de la notificación, los datos del contribuyente a quien se dirige, el número de oficio o identificación por medio del cual se le autorizó a practicar la misma y su vigencia, así como el nombre y cargo del funcionario que expide dicha identificación, y las demás cuestiones específicas, como son la precisión en el acta de la diligencia de la persona con quien se entendió la diligencia y ostenta la firma del notificador.

De las anteriores consideraciones, es que se deriva lo infundado el argumento que hace la actora, en el sentido de que el notificador que entendió de la diligencia no se identificó, pues como ya se estableció en la citada acta aparecen claramente los datos de identificación del diligenciante. 

Cabe precisar que las autoridades demandadas, al contestar la demanda manifestaron que la resolución mediante la cual se impuso multa a la actora, si le fue notificada a la misma y al efecto exhibieron copia certificada de la resolución de fecha cuatro de noviembre de dos mil diecinueve, emitida por **********, en su carácter de Director General de Gobernación, así como su constancia de notificación; a virtud de lo cual mediante proveído de fecha dieciséis de enero del presente año; con fundamento en lo dispuesto en el artículo 237 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le otorgó a la actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda con el apercibimiento que de no hacerlo dentro del plazo que le fue concedido se le tendría por no ampliando su demanda; sin embargo no ejerció dicho derecho.
En atención a lo anterior, ante lo inoperante e inatendible  de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito de demanda inicial, la parte actora no logró desvirtuar la presunción de legalidad de  que gozan los actos de autoridad, específicamente del acto impugnado consistente en; “La supuesta multa por violar la Ley Estatal ********** Alcoholes..” y “El acto de Notificación y Ejecución, generado en fecha 8 de julio de 2022, por quien dijo llamarse **********, ostentándose con el carácter de Notificador y Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría del Gobierno del Estado de San Luis Potosí”.

Derivado de las anteriores consideraciones y conforme al cúmulo probatorio aportado por el accionante, se concluye que el Actor no probó su acción, en la medida que la parte actora no logró desvirtuar la presunción de legalidad de  que gozan los actos de autoridad, por lo que ante lo infundado de la acción, resultaron improcedentes las pretensiones que señala la parte actora en su escrito inicial de demanda.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora no probó su acción y en consecuencia se decreta  la  LEGALIDAD y VALIDEZ  del acto impugnado, por las razones vertidas en el considerando sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

	 “Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



